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AI- 027 de 2022 
Procedimiento: Ejecutivo 
Demandante:  Luis Javier Arango Vélez    
Demandada:  José David Sierra y otros 
Radicado:  05001 31 03 005 2020 00044 01 
Asunto:  Declara nulidad por falta de motivación de la sentencia  

  

TRIBUNAL SUPERIOR 
DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

-SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL- 
 

Medellín, cuatro (04) de marzo del dos mil veintidós (2022). 

 

No es posible avocar de fondo el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandada en contra de la sentencia proferida por el 

juez a quo, dentro del proceso ejecutivo de la referencia, debido a que en el 

trámite de la primera instancia se ha irrumpido en una causal de nulidad que 

afecta lo hasta aquí actuado. 

 

II..  AAnntteecceeddeenntteess  

 

1. Antecedentes. El día 07 de febrero de 2020, el señor Luis Javier Arango 

Vélez presentó demanda ejecutiva en contra de José David Sierra y la señora 

Ángela Villegas, cónyuges entre sí, pretendiendo que, en contra de estos, se 

librara mandamiento de pago por las obligaciones contendidas en sendos 

pagarés así: a) otorgado el 01 de febrero de 2017 por valor de 

$62.000.000.00; b) otorgado el 12 de enero de 2017 por valor de 

$32.168.000.00; c) otorgado el 06 de marzo de 2017 por valor de 

$14.300.000.00; d) otorgado el 04 de mayo de 2017 por valor de 

$3.000.000.00 y; e) otorgado el día 06 de mayo por valor de $1.000.000.00. 

 

Advierte, que se pactaron intereses remuneratorios al 2% mensual y que los 

moratorios se liquidarían de acuerdo a la tasa máxima autorizada por la 

Superfinanciera. Así mismo, indicó que los cónyuges incumplieron el pago de 

esas obligaciones, tornándose claras expresas y exigibles. 

 

2. Actuación procesal. La demanda correspondió por reparto al Juzgado 

Quinto Civil del Circuito de Medellín, despacho judicial que, mediante 

providencia del pasado 19 de febrero de 2020, libró mandamiento de pago en 

la forma solicitada. 
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3. Oposición de la demanda. Los ejecutados llegaron al 

proceso oponiéndose a las pretensiones de la demanda, advirtiendo que al 

aquí ejecutante se le pagaron intereses cumplidamente desde el año 2012 

hasta el año 2018, por valor promedio mensual de $2.500.000 hasta los 

$3.000.000, lo que se veía reflejado en el no pago de la mensualidad por el 

cuidado y estadía de la señora Celina Vélez –madre del demandante-, quien 

se encontraba al cuidado de la institución que representaba el señor José 

David Sierra, Hogar Gerontogeriátrico Sol De Atardeceres, el cual fue cerrado 

en el año 2017. 

 

Por otro lado, siempre se le pagaba un promedio de $1.500.000 a las letras 

que se encuentran a nombre de José David Sierra, lo que equivale a un 

interés del 3% mensual, remuneración que se encuentra por encima del 

interés convencional que tenía la ley permitido, ejerciéndose así un abuso de 

posición dominante, ya que además de pagar el dinero con el valor que se 

compensaba de la mensualidad por el cuidado de su mamá, adicionalmente se 

pagaba el valor enunciado en este párrafo, dinero que se pagaba con los 

recursos del bar (retro años 60 video bar), mismo que se encontraba a nombre 

del apelante en el barrio Manrique, el cual fue cerrado por quiebra de mismo. 

 

Añadió, que se firmaron las letras con fecha de 2017 para garantizar el pago 

de las mismas, sin tener en cuenta el pago de los $47.000.000, ni teniendo en 

cuenta las conversaciones en torno al negocio llevado a cabo en el año 2012, 

mientras que el demandante puso como fecha de creación el año 2017 y fecha 

de vencimiento en el 2019, mucho tiempo posterior a la fecha en que 

efectivamente se perfeccionó el negocio, para hacerle el quite a la figura de la 

prescripción. Además, debido a que se pagaban intereses al 3% mensual, se 

indica que la obligación ya fue cancelada, amén que sobrepasa los topes 

legalmente aceptados por la legislación comercial. 

 

Como excepciones formuló las que se dieron en llamar: i) pago total de la 

obligación; ii) pago parcial de la obligación; iii) mala fe; iv) violación de carta 

de instrucciones; v) falta de exigibilidad del título valor; vi) inexistencia del 

negocio causal-ineficacia del título; vii) inexistencia de los intereses de mora y, 

viii) prescripción. 
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3. La sentencia impugnada. Agotado el trámite probatorio y 

legal pertinente, el juez a-quo profirió sentencia el pasado 13 de abril de 2021, 

en la que declaró probada la excepción denominada pago parcial de la 

obligación, al tiempo que desestimó las restantes excepciones blandidas por el 

demandado, advirtiendo, entonces, que debía continuarse con la ejecución, 

teniendo en cuenta los dineros entregados por la parte demandada al 

demandante, los cuales se tendría como abono al momento de liquidarse el 

crédito. Así mismo, condenó en costas a la parte demandada, reducidas en un 

30%. 

 

Para arribar a esa conclusión, luego de una semblanza de los hechos y 

pretensiones de la demanda, el funcionario de primera instancia dijo acometer 

el estudio de las excepciones incoadas por el demandado, advirtiendo que no 

existía prueba de que el dinero dado en mutuo estuviera sujeto a algún 

convenio o condición que permitiera indicar que el título generado como base 

de recaudo no cumplía con las exigencias del artículo 422 del C. G. del P., 

concretamente la que alude a la exigibilidad.  

 

Frente a la falta de exigibilidad e inexistencia de intereses de mora alegado 

por el demandado advirtió: “…como las anteriores excepciones estas vienen sin 

ninguna fundamentación, a la que ya se hizo alusión y no es de recibo para esta 

judicatura, por no cumplirse con lo establecido en el artículo 784 del Código de 

Comercio, repetir, que a pesar que los títulos allegados como base de recaudo, se 

encuentran pactados bajo los intereses de plazo y moratorios, estos fueron 

solicitados en la demanda a la tasa fijada por la Superfinanciera, como se ordenó en 

el mandamiento de pago…”. 

 

Frente a las excepciones de mala fe y violación de la carta de instrucciones, 

advirtió el funcionario que no se demostró por parte del demandado la forma 

en que fueron llenados los espacios en blanco por parte del ejecutante, como 

tampoco la existencia de una carta de instrucciones, que bien pudo ser verbal. 

 

Agregó, que del cúmulo de excepciones blandidas por la parte demandada, la 

única frente a la cual se aportó algún medio de convicción fue la de pago 

parcial, lo que dedujo con fundamento en el extracto de cuenta número 007-

5293538-6 de Bancolombia, a nombre del señor Arango Vélez, toda vez que 

aparecía una consignación a favor del aquí ejecutante por valor de 
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$47.000.000.00, de la cual este no supo dar razón del 

ingreso de esos dineros a su cuenta bancaria, siendo remiso a dar explicación 

acerca de ello, de ahí dedujo el funcionario que la consecuencia a esa 

renuencia era la de asumir ese silencio y la evidencia de un ingreso como 

abono a la obligación contenida en el pagaré por valor de $62.000.000, 

firmado el día 01 de febrero de 2017. 

 

Finalmente, señaló que se desestimaba la excepción consistente en que los 

títulos valores no se hicieron con la finalidad de hacerse negociables, 

señalando al respecto que “…yo no puedo hablar de título valores en garantía, 

todos los títulos valores son para negociarse, por lo tanto, la excepción no 

prospera…”  

 

4..  LLaa  aallzzaaddaa.. Contra lo decidido se alzó la parte demandada, arguyendo, en 

síntesis, que La inconformidad principal, por la cual se plantea el recurso de 

impugnación vertical, tiene que ver con la omisión del despacho en el estudio 

de la excepción del pago total de la obligación y la consecuente condena en 

costas a la parte demandante. Pues además del pago realizado en el banco 

por valor de $47.000.000, el acuerdo de pago entre las partes consistía en 

brindar hospedaje a la señora CELINA VELEZ, madre del demandante en el 

proceso, lo cual fue estimado por un valor de DOS MILLONES QUINIENTOS 

MIL PESOS MENSUALES ($2.500.000), lo cual omite incluir el despacho al 

momento de emitir la respectiva sentencia judicial. Es decir, que entre las 

partes existía un acuerdo de voluntades para el pago de dicha obligación, y al 

tener deudas en común estaban realizando una compensación a la obligación 

objeto del proceso. 

 

Dice el recurrente que “…Lo anterior no es capricho de la parte demandada, 

pues dentro del interrogatorio de parte, el cual fue realizado por este 

apoderado judicial el demandante CONFIESA de manera clara e inequívoca la 

existencia del mencionado acuerdo. Para generar el pago total de la obligación 

en razón que tenían un arreglo el cual consistía en que al señor LUIS JAVIER 

ARANGO se le pagaba la obligación contenida en el documento que se está 

ejecutando en el presente proceso, y que se compensaba con el NO pago de 

la mensualidad por valor de 2.500.000, en el Hogar Gerontogeriatrico Sol De 

Atardecer, 7 años aproximadamente desde inicios del año 2012 
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IIII..  CCOONNSSIIDDEERRAACCIIOONNEESS..  

 

11..  Tal como se dijo en párrafos precedentes, no es viable dictar el 

fallo en segunda instancia por encontrar configurada una causal de nulidad 

que afecta lo actuado ante el señor Juez Quinto Civil del Circuito de Medellín, 

por una falta de motivación en la sentencia, lo que conduce a que si en 

segunda instancia el Tribunal simplemente emprende la tarea de resolver en 

debida forma las excepciones fondo, precisamente, para que la providencia 

aparezca como una verdadera sentencia que resuelve excepciones, luego 

entonces, se correría el riesgo de violar el debido proceso y derecho de 

defensa y contradicción de las partes, lo que conduciría a una nulidad por 

pretermisión íntegra de la segunda la instancia, puesto que, como el juez 

no se ocupó de todas las excepciones, debiendo hacerlo, pues se trataba 

nada menos de una sentencia de excepciones, es por lo que si decide 

hacerlo ahora el Tribunal, entonces, esa nueva sentencia resultaría 

sorpresiva para las partes, sin que ya ellos pudieran interponer el 

recurso de apelación contra esas nuevas decisiones que el a quo no 

profirió debiendo hacerlo, razón potísima por la cual no es posible 

proferir sentencia de segundo grado y se impone decretar la nulidad.  

 

2. Veamos los argumentos que sostienen esta conclusión: 

 

2.1. El fundamento de la decisión del señor juez de la primera 

instancia, es la falta de medios de convicción que conduzcan a la 

demostración de las excepciones cambiarias planteadas, no obstante, el 

razonamiento que utiliza el señor juez de primera instancia deviene ambiguo, 

insuficiente y difuso, por demás confuso, al punto que se hace imposible 

analizar en este segundo grado de conocimiento, la real argumentación que 

elaboró el dispensador de justicia, para dar vía libre a la ejecución en la forma 

en que lo hizo. Sumado a lo anterior, se estima ausente una elucubración 

jurídica sobre los intereses de usura que dice haber pagado el demandado, 

por encima de los límites establecidos en la ley comercial y sobre la excepción 

de pago total de la obligación, sustentada esta última, en la compensación que 

pide sea reconocida, en virtud de la confesión del demandante por “…un 

arreglo el cual consistía en que al señor LUIS JAVIER ARANGO se le pagaba la 

obligación contenida en el documento que se está ejecutando en el presente 

proceso, y que se compensaba con el NO pago de la mensualidad por valor de 
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2.500.000, en el Hogar Gerontogeriatrico Sol De Atardecer, 

7…” de igual forma, nada se dijo, sobre la excepción de prescripción de la 

acción cambiaria planteada. 

 

2.2. De allí se deriva la nulidad que decretará esta Sala del 

Tribunal, en virtud a que, al dejar en una indefinición jurídica aquellos medios 

exceptivos, por contera, cerró el funcionario la posibilidad al debate probatorio, 

sin que adujera alguna razón jurídica para la omisión, simplemente, aludió a la 

presencia de los elementos propios del título ejecutivo, concretamente el de la 

exigibilidad, sin emprender ese ejercicio argumentativo que le imponía los 

argumentos blandidos por el ejecutado, con los que claramente pretendía 

rebatir el mérito de los títulos valores que aquí se pretenden ejecutar. 

 

2.3. Sin ir muy lejos, pero tampoco sin pisar terrenos que 

corresponden al juicio del funcionario, es elemental conocer las razones 

jurídicas por las cuales la deuda que se cobra vía compulsiva es o no 

compensable, pues el sentido de la institución jurídica de la compensación, 

voluntaria, según se alega por el ejecutado, por tratarse de obligaciones que 

recíprocamente se adeudaban, es estar destinada a servir como medio de 

pago y, por ende, como forma de extinguir las obligaciones, para lo cual se 

requería auscultar la confesión que dice el demandado obra en el 

interrogatorio de parte, prueba que no fue remitida ni obra en el expediente 

digital, lo que al parecer sugiere que la grabación fue fallida, por lo que deberá 

el funcionario proceder a la reconstrucción, si es que realmente esa prueba no 

está dentro del proceso debiendo estarlo. 

 

2.4. De otro lado, es claro que, por fuerza de la gestión 

defensiva, fundada en que desde el 2012, se han venido cobrando intereses a 

la tasa del 3% mensual, “el cual se encuentra por encima del interés convencional 

que tenía la ley permitido” y, que es adicional al “dinero que se compensaba de la 

mensualidad por el cuidado de su mamá” el asunto, está incardinado en el 

estudio del cobro de los intereses por fuera de los límites legales, lo que no se 

supera indicando que la orden de pago se libró siguiendo los fijados por la 

Superfinanciera, como escuetamente lo resolvió el funcionario, pues, 

jurídicamente, el “thema decidendum”, implicaba el abordaje de la eventual 

contravención de una norma de orden público, para descender a la posible 

aplicación de la sanción establecida las sanciones establecidas en el artículo 
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72 de la Ley 45 de 1990, red normativa en donde se 

establece que, el acreedor perderá los intereses cobrados en exceso o por 

encima del tope legal, a más de estar obligado a pagar una suma igual al 

exceso, a título de sanción, máxime cuando se alegó que ya se venían 

pagando intereses de usura.  

 

3. Los anteriores medios defensivos son un hecho impeditivo o 

modificativo de la pretensión que el propio legislador consagró en el artículo 

784.7 del Estatuto de los comerciantes, para, eventualmente, enervar el 

ejercicio del respectivo derecho cambiario presentado para el cobro. De ahí 

que, los senderos del litigio, por fuerza de esa gestión defensiva, debían ir 

orientados a dilucidar principalmente este aspecto. 

 

4. A lo anterior hay que sumar otros aspectos que impiden 

orientar a su fin último la función jerárquica que congrega esta Sala del 

Tribunal y, consiste, el primero, en que se desconoce en la decisión del 

funcionario, una motivación tendiente a resolver la excepción de prescripción 

de la acción cambiaria, claro, se podría suponer que la misma fue solventada 

con la decisión de seguir adelante la ejecución, pero precisamente, lo que se 

busca con el excepcional remedio que se pretende aplicar, es quitar 

suposiciones, lo que imponía dar a conocer a las partes el fruto del ejercicio 

hermenéutico y probatorio frente a ese tópico, que lo lleve a concluir si operó o 

no la prescripción alegada, para permitirles que asuman una postura frente 

esos razonamientos, lo cual, por supuesto, se hace extensivo al otro grupo de 

excepciones ya relacionadas. 

 

4.1. Por otro lado, fue imposible contrastar todo lo anterior, con 

lo declarado por las partes enfrentadas en la lid, ello, debido a que el audio de 

la audiencia de interrogatorio de parte no fue allegado con el expediente digital 

y, si bien el juzgado presentó un informe donde señala que se está tratando de 

recuperar el audio, a esta altura procesal, fuera de la falta de anexidad de ese 

archivo, también se extraña su valoración probatoria, de cara a la gestión 

defensiva formulada, por modo que, así se hubiere allegado el archivo, a la 

postre, no se supliría la falencia que aquí se enrostra a la decisión.  

 

5. Conforme lo anterior, observa esta sala del Tribunal que, al 

dictar el proveído objeto de impugnación, el Juez a quo transgredió los 
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derechos de la parte demandada, debido a que no hubo 

pronunciamiento frente a la gestión defensiva invocada, lo que, además, 

constituye una irregularidad motivacional en su función juzgadora.  

 

5.1. Es que, la motivación de las providencias judiciales resulta 

como un imperativo que emana del debido proceso, para brindarle el derecho 

a las partes de “…que puedan asentir o disentir de la actividad intelectual 

desplegada por el operador jurídico frente al caso objeto de juzgamiento” 

(sentencia 9 de abril de 2008, expediente 11001-02- 03-000-2008-00463-00), 

ésta no puede ser insuficiente, sino que deberá concretarse, al tenor del 

artículo 280 del Código General del Proceso, “…al examen crítico de las 

pruebas con explicación razonada de las conclusiones sobre ellas, y a los 

razonamientos constitucionales, legales, de equidad y doctrinarios 

estrictamente necesarios para fundamentar las conclusiones, exponiéndolos 

con brevedad y precisión…” 

 

5.2. Por supuesto que la brevedad no implica la omisión de 

razonamientos trascendentales para enjuiciar la sentencia, por eso, el artículo 

29 de la Constitución Nacional es claro en definir que el debido proceso se 

aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas y dentro de 

dicho concepto del debido proceso deberá estar necesariamente imbricado el 

deber que tienen los jueces de motivar las decisiones, deber con el cual se 

cumplen tres exigencias en la decisión judicial, cuales son la de no ser 

arbitraria, estar sometida a la ley y poder ser objeto de control, cuyo 

cumplimiento legitima por ahí mismo la decisión contenida en la sentencia y 

protegidos los derechos fundamentales del debido proceso y la tutela judicial 

efectiva. 

 

5.3. La Corte Constitucional se ha pronunciado así sobre el 

deber de motivar las sentencias: 

 

“… La actividad de dictar justicia, tarea encomendada a la administración 

de justicia, no supone la mecánica e irreflexiva aplicación de la norma al 

caso concreto. Por el contrario, exige del juez una labor hermenéutica que 

de sentido a la norma y, a partir de ello, considere la situación fáctica. 

Para la realización de este ejercicio hermenéutico, el juez ha de estar 

rodeado de algunas garantías, que corresponden a su independencia 
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(pretensión de neutralidad y ausencia de inherencias 

horizontales –frente a las otras ramas del poder-) y autonomía (ausencia 

de inherencias verticales –libertad frente al superior), que han tenido 

consagración constitucional apropiada. 

 

A la par de la necesidad de las garantías de independencia y autonomía 

judicial, que se resumen en que únicamente está sometido al imperio de la 

ley (C.P. art. 230), es decir, al derecho, debe observarse que tales 

garantías no constituyen fines en sí mismos, sino que fungen como 

medios para lograr fines superiores: “garantizar la efectividad de los 

principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución” (C.P. art. 

2). (…) La “efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 

en la Constitución”, constituyen el parámetro de la actuación legítima de 

los poderes públicos.  

 

Así las cosas, resulta evidente que la labor de los jueces al interpretar el 

derecho para aplicarlo al caso concreto, si bien supone que sea realizada 

de manera autónoma, no puede convertirse en patente de corzo para 

aplicar cualquier interpretación posible. El sistema jurídico, en sus distintos 

niveles, impone restricciones a las interpretaciones posibles, de suerte que 

resulta relativamente sencillo distinguir entre las correctas y aquellas que 

no satisfacen dicho requerimiento. (CORTE CONSTITUCIONAL, 

Sentencia T-1031 del 27 de Septiembre del 2001). 

 

6. Conforme lo anterior, se precisa que la respuesta apropiada 

para este caso al cual se ha aludido, es el decreto de la nulidad procesal, 

basada en una causal constitucional de ausencia de motivación, puesto que el 

artículo 29 de la Constitución Política exige la garantía del debido proceso, 

mismo que encierra el que toda decisión judicial debe ser motivada y esta lo 

fue en forma indebida o muy parcial, por lo que si el Tribunal asumiera el 

estudio del caso se convertiría sin razón en juez de instancia, corriéndose el 

riesgo de incurrir en una nueva causal de nulidad por la pretermisión íntegra 

de una instancia (art. 133 numeral 2° del C. G. del P.), por lo que la función 

juzgadora que se reclama del funcionario a quo sólo es posible en el curso de 

la primera instancia, ya que, se itera, si se definiera el asunto en segunda 

instancia, se vulneraría a las partes no sólo su derecho a un debido proceso, 

sino también su derecho de acceso a la administración de justicia, al omitirse 

íntegramente una instancia. 
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Dicha nulidad procesal que es insubsanable por expresa 

disposición del artículo 136 in fine del Código General del Proceso, permite 

sanear el proceso y preservarlo para que, una vez repuesta la actuación 

anulada cumpla su finalidad constitucional de dirimir el conflicto. 

 

De esta manera, y por las razones expuestas, el Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala Unitaria Civil de Decisión, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

III. RESUELVE: 

 

Primero: Decretar la NULIDAD de lo actuado a partir de la sentencia de 

primera instancia, incluyéndola, dictada por el señor Juez Quinto Civil del 

Circuito de Medellín, dentro del presente proceso ejecutivo, de conformidad 

con las consideraciones en que está sustentada esta providencia. 

 

Para rehacer la actuación viciada, el señor juez, una vez 

recupere el archivo faltante o, en su defecto, proceda a su reconstrucción, 

deberá pasar a dictar la sentencia que en derecho corresponda, resolviendo 

jurídicamente los argumentos que estructuran las excepciones planteadas por 

el apoderado judicial la parte demandada. 

 

Segundo: Por secretaría, devuélvase el expediente al juzgado 

de primera instancia para que, se reponga la actuación viciada, en los 

términos señalados en este proveído. 

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 
 
 
 

 

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 

 

 


